¿CON QUÉ VARA SE MIDE?
Si la sociedad colombiana se alarma con la noticia de que un miembro de las Farc hacía parte de la Junta Directiva de las Empresas Públicas de Medellín, no hay por qué extrañarse del revuelo que ha causado el contenido del computador de Jorge 40, uno de los jefes de las autodefensas, y, en particular, aquel que se refiere a los nexos estrechos entre las Auc y varios parlamentarios activos. Por eso hay que saludar el proceder de la Corte Suprema de Justicia que ha iniciado una investigación para establecer los pormenores de esas cercanías y lazos. 
La situación nos remite necesariamente a otro asunto más grueso y problemático como lo es el de la teoría de la combinación de todas las formas de lucha que la guerrilla de las FARC implementó con alguna destreza y cuyo ejemplo parecen haber imitado los jefes paramilitares que en varias ocasiones han afirmado controlar cerca de un 35% del Congreso de la República. En cuestiones de influencias de los grandes poderes ilegales en la vida colombiana no se puede olvidar la historia reciente. Recordemos que hasta Pablo Escobar fue congresista por el partido liberal habiendo infiltrado nada menos que el sector galanista y “el señor Marlboro”, senador liberal, fue extraditado a EE.UU. No olvidemos que el proceso 8 mil se levantó sobre la certeza del financiamiento del cartel de Cali de la campaña presidencial de Samper. También las FARC, armas en mano, llegaron a tener congresistas de entre sus filas a nombre de la UP. Y sobre todo, no olvidar que todo esto se dio gracias a un debilitamiento profundo del Estado que desembocó en una suerte de colapso parcial del mismo.
Urge que se investigue a fondo esta situación denunciada por los medios y que aquellos que promueven debates de cara a la opinión pública, siempre bienvenidos, no se rasguen las vestiduras cuando el gobierno promueve políticas de seguridad que apuntan a restituir la legitimidad y el monopolio de la fuerza por el Estado, lanzando acusaciones de militarismo. Otra cosa es el aprovechamiento político con fines electorales que se viene haciendo de los episodios en los que se puede apreciar la maquinaria de terror y la penetración de las autodefensas sobre diversas instituciones, la protección recibida de distintas autoridades, las presiones sobre tantas otras y la impunidad con que eran tratadas. El liberalismo, el PDA y ahora el pastranismo, se han dejado venir contra el proceso de negociación con los grupos de autodefensa. Se apoyan en evidentes situaciones anómalas y en deficiencias obvias en un proceso de por sí enredado. ¿Por qué lo hacen? ¿por qué para estas fuerzas pesan más en la balanza las deficiencias que los aciertos y los beneficios alcanzados con la desmovilización del paramilitarismo? ¿Por qué Pastrana se atreve a defender la experiencia de El Caguán y a desprestigiar la de Santa fé de Ralito como si no fueran suficientemente contundentes los hechos que nos indican la reducción de los asesinatos, el fin de las masacres, la reducción del secuestro y el debilitamiento de las guerrillas, todo ello en contraste con lo que vivió el país durante los cuatrienios de Samper y Pastrana? ¿Por qué un ex guerrillero que se benefició del perdón del Estado colombiano y que pudo reinsertarse a la sociedad y hacer política ingresando con apoyo de votos al Congreso se pretende erigir ahora en la barrera ética que le niega a otros la posibilidad de seguir su mismo camino? Ya lo hemos dicho en otras columnas, todo esto tiene por fundamento el prejuicio de que en Colombia la extrema derecha es criminal y por tanto peor que la extrema izquierda (léase guerrillas). De ahí que para estas se plantee la amnistía, el retorno a la política, la concesión de curules, la negociación del poder y de reformas y para aquellos se demande sólo el pleno castigo. 
Si a aquellos parlamentarios se les confirma la comisión o participación en hechos punibles y criminales como asesinatos, conspiraciones, desfalco de bienes estatales, expropiaciones o patrocinio de grupos de autodefensa, que sobre ellos caiga todo el peso de la ley, pues además habrían engañado el proceso de paz ya que su deber era haberse desmovilizado (como lo hicieron algunos ex parlamentarios) y sometido a la ley de justicia y paz. Pero si lo que se descubre en estos y en otros casos es una relación de cercanía política, de influencias, de  aprovechamiento político de un poder ilegal, el asunto tendría otro carácter en la medida en que en el contexto del conflicto armado colombiano dichas influencias, aprovechamientos y hasta vocerías, si se quiere, han sido adelantadas por amigos de la guerrilla o de los paramilitares sin que por ello se tenga que llevar a la picota pública a unos u otros. De no ser así, el que primero debería estar incurso en investigaciones sería el ex ministro y ex congresista Alvaro Leyva quien, como sabemos, es cercano amigo de los miembros del Secretariado de las Farc y acucioso impulsor de sus propuestas.
La claridad que se busca puede ser malograda si lo que realmente anima a Gustavo Petro y al PDA, a Andrés Pastrana y al partido Liberal, que no ha estado al margen de influencias mafiosas, es el interés de ir tomando posiciones con miras a la carrera presidencial en el 2010. De confirmarse esto último estaríamos presenciando el triste espectáculo de una dirigencia que, en vez de facilitar un consenso de estado en los términos formulados recientemente por el gobernador del Valle, Angelino Garzón, en torno al tema de la violencia y de otros tres igualmente cruciales, le apuesta al fracaso del proceso con las autodefensas sin parar mientes en que de paso incrementan la desconfianza mutua entre gobierno y guerrillas con miras a unos acercamientos.
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